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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B

Expediente n.° 24.215 
Actor: CAJANAL en liquidación

Consejero Ponente (E): Danilo Rojas Betancourth
Bogotá D.C., cinco (5) de abril de 2013
Radicación número:
250002326000199208139 01
Expediente número:
24.215
Actor:
CAJANAL en liquidación
Demandado:
Augusto Conti Parra
Naturaleza:


Controversias contractuales
La Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado procede a resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandada contra la sentencia de 24 de octubre de 2002, dictada por la Sub sección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se decidió negar las pretensiones de la demanda principal y declaró probada la excepción de caducidad del término para demandar en reconvención. La sentencia será confirmada.
SÍNTESIS DEL CASO

En 1989 la Caja Nacional de Previsión Social celebró con Augusto Conti Parra el contrato n.° 335 de prestación de servicios para la atención judicial de procesos ejecutivos. Las pretensiones no prosperaron y la demanda de reconvención se interpuso en forma extemporánea.
ANTECEDENTES
I. Lo que se pretende
1. El 14 de agosto de 1992, la Caja Nacional de Previsión Social
 presentó demanda en contra del abogado Augusto Conti Parra, en ejercicio de la acción de controversias contractuales, en la cual solicitó las siguientes declaraciones y condenas:
Primero: Que se declare el incumplimiento del contrato de prestación de servicios n.° 335 de 1989, suscrito entre la Caja Nacional de Previsión Social y el Dr. Augusto Conti Parra.

Segundo: Que como consecuencia de la anterior declaración, se decrete la nulidad del Acta de terminación, de común acuerdo, suscrita el día 15 de agosto de 1990 entre la Caja Nacional de Previsión Social y el Dr. Augusto Conti Parra.
Tercero: Que se decrete que la Caja Nacional de Previsión Social no está en la obligación de cancelar suma alguna de dinero por concepto del aludido contrato de prestación de servicios.

Cuarto: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se condene al Dr. Augusto Conti Parra, a hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria pactada en el contrato, es decir, la suma de $3 600 000,oo 

Quinto: Que igualmente, se condene al Dr. Augusto Conti Parra, a cancelar a la Entidad los perjuicios materiales causados por la no actuación en tiempo dentro de cada proceso ejecutivo laboral, de acuerdo al monto que se establezca en la etapa probatoria del proceso, y por perjuicios morales, el equivalente, en pesos colombianos a 1 000 gramos oro.

Sexto: Que se condene al pago de los ajustes de dichas condenas, con base en el índice de precios al consumidor o al por mayor, de acuerdo con lo señalado por el artículo 178 del CCA y a los intereses comerciales y moratorios a que haya lugar. 

Séptimo: Se condene en costas de conformidad con el artículo 171 del CCA
.

2. En apoyo a sus pretensiones, la parte actora relató que celebró con el Dr. Augusto Conti Parra el contrato de prestación de servicios profesionales n.° 335 de 1989, cuyo objeto era representar a la entidad en cada uno de los procesos ejecutivos laborales instaurados en los diferentes juzgados laborales. Adujo que el 15 de agosto de 1990 se levantó el acta de terminación del contrato de común acuerdo y que al elaborarse el inventario de procesos ejecutivos en la oficina jurídica se constató que en algunos de ellos las actuaciones procesales se presentaron fuera de término “lo que conllevó a que los diferentes juzgados laborales los desestimaran y por ende, la Entidad se quedó sin defensa alguna generándose la erogación de altas sumas de dinero, en detrimento de su patrimonio”. Enfatizó que el abogado accionado, al no cumplir a cabalidad y en forma diligente la representación judicial encomendada, violó lo pactado en el contrato n.° 335 de 1989, los artículos 163 y 164 del Decreto 222 de 1983 y el artículo 47 numeral 6º del Decreto 196 de 1971. 
II. Trámite procesal
3. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda por auto de 9 de septiembre de 1992. El 30 de noviembre siguiente el a quo fijó edicto emplazatorio
. El 4 de octubre de 1993 fijó edicto emplazatorio del auto que admitió la corrección de la demanda
, el cual fue fijado de nuevo el 31 de octubre de 1994. Mediante auto de 15 de diciembre siguiente el a quo designó curador ad litem para el accionado y el primero de junio de 1995 fue nombrado otro en reemplazo del primero. El 20 de junio siguiente el abogado Augusto Conti se notificó personalmente de la providencia de abril 22 de 1993.
4. El demandado, por intermedio de apoderado, contestó la demanda y se opuso a las pretensiones, aceptó algunos hechos, negó otros y en particular afirmó que la entidad contratante nunca expresó queja ni reclamación en su contra sobre el desempeño profesional del abogado, al punto que no se decretó la caducidad del contrato, ni tampoco el incumplimiento que diera lugar a hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria y, por el contrario, el contrato se terminó de mutuo acuerdo. Expuso que aún admitiendo que algunas gestiones hayan sido propuestas extemporáneamente, lo que deberá probarse, ello no se debió a su negligencia a sino a la de Cajanal. Indicó que los términos para interponer los recursos corrieron cuando los respectivos procesos laborales estaban aún bajo vigilancia y responsabilidad de otros abogados. Propuso las excepciones de contrato no cumplido, inepta demanda, indebida acumulación de pretensiones y de “caducidad de la acción”.
5. Igualmente el accionado, por medio de apoderado judicial, presentó el 29 de junio de 1995 demanda de reconvención. Escrito en el que se esgrimieron razones similares a las expuestas en la contestación a la demanda. La misma fue admitida mediante proveído de 3 de agosto de 1995. Cajanal, al responder, se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demanda de reconvención. El 17 de noviembre siguiente adicionó la demanda de reconvención presentada.
6. Mediante proveído de 30 de enero de 2001 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. El accionado reiteró los argumentos contenidos en la contestación de la demanda
. Por su parte, la entidad demandante insistió en lo expuesto y solicitó desestimar las pretensiones de la demanda de reconvención. Destacó que en el acta de terminación se lee claramente que el valor de $18.137.486,52 no fue cancelado por ser objetado por la Contraloría “es decir, ni para cobrar presentaba anexos probatorios”. 
7. El Tribunal profirió, el 24 de octubre de 2002, la sentencia objeto de impugnación y en ella resolvió negar las súplicas de la demanda y declarar probada la excepción de caducidad del término para accionar en reconvención. Luego de estudiar, y despachar negativamente, todas y cada una de las excepciones propuestas en relación con la demanda principal, precisó que la de reconvención tiene entidad propia en relación con la primera y no puede pretenderse revivir el término de caducidad de la acción de la que es titular cada una de las partes del contrato, por la vía de la reconvención.
8. Contra la sentencia de primera instancia el demandado interpuso, por intermedio de su apoderado judicial, y sustentó oportunamente recurso de apelación, en relación con la excepción de caducidad para presentar demanda de reconvención. Esgrimió que de conformidad con el artículo 217 del CCA, la demanda de reconvención podrá presentarse dentro del término de fijación en lista “sin señalar o imponer condición adicional” como la señalada por el a-quo. 
9. Mediante auto de 16 de junio de 2003 se dio traslado a las partes para alegar. El demandado guardó silencio
 y el actor solicitó confirmar el fallo impugnado, en lo relativo a declarar no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada y a declarar probada la excepción de caducidad del término para accionar en reconvención; asimismo solicitó infirmar el fallo en cuanto no accedió a las pretensiones. 
CONSIDERACIONES

I. Competencia
10. El Consejo de Estado es competente para conocer de la apelación dentro de este proceso suscitado mediante la interposición de la acción de controversias contractuales, competencia que tiene su fuente en lo dispuesto por el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 13 del Reglamento de esta Corporación, contenido en el Acuerdo 58 de 1999 (modificado por el artículo 1º del Acuerdo 55 de 2003), en el que se distribuyen los negocios por Secciones.
11. Adicionalmente, precisa la Sala que le corresponde resolver el asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988 para que asuma el conocimiento de una acción contractual en segunda instancia. En 1992, cuando fue presentada la demanda, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción contractual fuera conocido por esta corporación era de $6 860 000,oo -artículos 129 y 132 del C.C.A, subrogados por el Decreto 597/88– y la mayor de las pretensiones (perjuicios morales) fue estimada en la demanda en la suma de $7 784 180,oo.
II. Problema jurídico

13. Teniendo en cuenta las razones de inconformidad de la parte apelante con el fallo de primera instancia, el problema jurídico consiste en establecer desde cuándo comienza a contarse el término de caducidad para interponer una demanda de reconvención.
III. Análisis de la Sala
Caducidad del término para demandar en reconvención 
14. Según la decisión recurrida únicamente por el accionado “[e]l término de caducidad de la acción contractual empezó a correr con fecha 15 de agosto de 1990, razón para que habiéndose presentado la demanda de reconvención con fecha 29 de junio de 1995, lo haya sido cuando ya había vencido el término de caducidad de la acción establecido en la ley y, en consecuencia, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 164 del CCA, proceda su declaratoria de oficio”. 

15. El demandado, en el recurso interpuesto en tiempo por su apoderado judicial, pretende que se revoque la sentencia recurrida en cuanto declaró probada la excepción de caducidad del término para demandar en reconvención. Destacó que la naturaleza de la reconvención implica necesariamente la existencia de una demanda previa que origine un proceso judicial  y “por lo tanto, no se  le pueden hacer extensivos los condicionamientos de la acción principal” toda vez que depende necesariamente de ésta, “como que tiene carácter accesorio” y en tal virtud, corre la misma suerte de la misma. Aseguró que la reconvención es un típico caso de acumulación de acciones, de ahí que el requisito de haberse interpuesto en tiempo no puede ser exigible del demandado “de quien no depende tomar la iniciativa de presentar la correspondiente demanda principal”. A su juicio, si la presentación de la demanda principal dentro del término legal interrumpe la caducidad  de la acción contractual, “dicha interrupción también debe ser válida en tratándose de la reconvención, por su carácter eminentemente accesorio”.
16. La Sala advierte que la caducidad de la acción se produce cuando el término concedido por la ley para entablar la demanda ha vencido. Este plazo está edificado, como ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación, sobre la conveniencia de señalar un referente objetivo, sin consideración a situaciones personales, invariable, para que quien se pretenda titular de un derecho opte por accionar o no. De ahí que el término de caducidad no puede ser materia de convención, antes de que se cumpla, ni después de transcurrido puede renunciarse
, toda vez que los términos procesales son perentorios e improrrogables y su cumplimiento no queda librado a la voluntad de los sujetos procesales. 

17. Ahora bien, el ordenamiento jurídico prevé que para contabilizar el término de caducidad de dos años de la acción de controversias contractuales, es preciso diferenciar los negocios jurídicos que exigen liquidación, de aquellos que no lo requieren. Para la época de los hechos, en vigencia del decreto 222 de 1983, ya la jurisprudencia tenía determinado que aunque para entonces la legislación no regulara la materia era considerado como término plausible para liquidar de común acuerdo el contrato “el de cuatro meses: dos para que el contratista aporte la documentación adecuada para la liquidación, y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo”
.Y que a falta de acuerdo la entidad contratante debía “proceder a la liquidación unilateral dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del término para hacer la liquidación de común acuerdo”
. 
18. Por manera que, en los contratos que requerían liquidación en vigencia del Decreto 222 de 1983 (artículo 287) -y el de autos era uno de ellos- el término de caducidad de dos años se contabiliza a partir de la ejecutoria del acto que la apruebe. Y si la  administración no procede a liquidarlo unilateralmente, como sucedió en el sub lite, dentro de los dos meses antes indicados, se debe acudir a la jurisdicción dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar, vale decir, luego de seis meses de terminado de común acuerdo.

19. Estos plazos resultan también aplicables para la demanda de reconvención. Por lo mismo, no le asiste razón al recurrente único cuando asegura que su demanda de reconvención fue presentada en tiempo, toda vez que a su juicio el término que se debe tener en cuenta es el de fijación en lista. Recientemente la Sala recordó que “la demanda de reconvención no constituye un simple mecanismo de defensa, en cuanto da lugar a que el demandado formule pretensiones contra el actor, que por economía procesal pueden acumularse, tramitarse y resolverse dentro del mismo proceso”
. Se trata, pues, de una acción propia e independiente que, en desarrollo del principio de economía procesal, busca evitar la duplicidad de procesos permitiendo que las partes revistan simultáneamente el rol de demandantes y demandados
.
20. De ahí que si bien es cierto que el artículo 217 del CCA faculta al demandado para presentar demanda de reconvención dentro del término de fijación en lista, no es menos cierto que “el ejercicio de tal derecho solo es posible si se hace antes de que se haya configurado la caducidad de la acción. No podría ser de otra manera, porque la demanda de reconvención es una acción autónoma, que  no pretende enervar las pretensiones de la demanda inicial, sino que está encaminada a obtener el reconocimiento de  pretensiones diferentes”
. 

21. Es preciso reiterar que el artículo 164 del Código Contencioso Administrativo ordena que en la sentencia se decidirá no sólo sobre las excepciones propuestas, sino también y sobre cualquiera otra que el fallador encuentre probada y  agrega que el silencio del inferior no impedirá que el superior estudie y decida todas las excepciones de fondo, propuestas o no, sin perjuicio de la reformatio in pejus. Se trata, entonces, de una facultad mucho más amplia que la prevista en la legislación procesal civil (artículo 306) en orden a que no sea posible disponer, como advierte el profesor Devis
, sin las formalidades legales, de derechos sustanciales de las entidades públicas. Y por lo mismo, el juez administrativo por mandato legal está facultado para decidir no sólo sobre las excepciones propuestas sino sobre cualquier otra que encuentre probada.
 

22. En tal virtud, el contratista ha debido presentar la demanda de reconvención dentro del plazo legal, es decir, a más tardar, hasta el 15 de febrero de 1991, esto es dos años y seis meses después de que las partes de común acuerdo dieron por terminado el contrato
. Por lo que cuando lo hizo, esto es el 29 de junio de 1995, aquel ya se encontraba vencido. O lo que es igual, aunque la demanda de reconvención fue presentada dentro del término de fijación en lista, se encontraba por fuera del de caducidad previsto por la ley para el oportuno ejercicio de la acción de controversias contractuales (artículo 136 del C.C.A.).
23. En consecuencia, se confirmará la sentencia del Tribunal a quo.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO. CONFÍRMASE la sentencia apelada, esto es, la proferida el 24 de octubre de 2002, por la Sub sección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se decidió negar las pretensiones de la demanda principal y declaró probada la excepción de caducidad del término para demandar en reconvención. 

SEGUNDO. DEVUÉLVASE, en firme este proveído, el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

Danilo Rojas Betancourth
Presidente

Stella Conto Díaz del Castillo
� Mediante Decreto 2196 de 2009, prorrogado por los Decretos 2040 de 2011, Decreto 1229 de 2012 y Decreto 2776 de 2012, ordenó la supresión y liquidación de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL


� En escrito presentado el  19 de octubre de 1992, se adicionó la demanda, con las siguientes peticiones: “Primero: Se declare la existencia del contrato de prestación de servicios n.° 335 de 1989 celebrado entre La Caja Nacional Previsión Social y el Dr. Augusto Conti Parra. Segundo: Se declare la validez del contrato de prestación de servicios n.° 335 de 1989, celebrado entre la Caja Nacional de Previsión Social y el Dr. Augusto Conti Parra”. Igualmente allegó una serie de pruebas documentales. Mediante proveído de 22 de abril de 1993 se admitió la corrección de la demanda. 


� El 6 de noviembre de 1992 el notificador dejó constancia que no fue posible notificar personalmente porque al ir a la oficina del accionado se le informó que éste había arrendado la oficina y que “permanece fuera de la ciudad” (f. 47 c.1). 


� Igual circunstancia se presentó con la providencia de 22 de abril de 1993, por la cual se admitió la corrección de la demanda, evento en el que el notificador dejó nuevamente constancia de que no se llevó a cabo la notificación pues luego de golpear varias veces “nadie atendió el llamado” (f. 187 vto. c.1).


� Se tendrá en cuenta la intervención que hizo a través de su apoderado judicial debidamente constituido y reconocido como tal en el proceso (f. 194 y 195 c.ppl.) y no el escrito que simultáneamente presentó en forma directa el propio demandado.


� La Sala no tomará en cuenta el escrito que presentó directamente el abogado accionado, ya que dentro del proceso no se le ha reconocido personería para actuar, al tenor de lo prescrito por el artículo 67 y siguientes del C. de P. C.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 17 de junio de 2004, rad. 76001-23-31-000-22936-01 (14.988), CP María Elena Giraldo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 29 de enero de 1988, exp. 3615, C.P. Carlos Betancur Jaramillo.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 11 de diciembre de 1989, Exp. 5334, C.P. Gustavo de Greiff Restrepo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 29 de agosto de 2012, rad. 199409672-01 (23830), CP Stella Conto Díaz del Castillo.


� Cfr. López Blanco, Hernán Fabio, Instituciones de Derecho Procesal Civil, Tomo II, Bogotá, 1999, Dupré Editores, p. 23. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto de mayo 27 de 2004, rad. 25000-23-26-000-2001-0870-02(26275), CP Alier Eduardo Hernández Enriquez.


� Devis Echandía, Hernando, Compendio de derecho procesal. Teoría general del proceso, Tomo I, Diké, Medellín, 1993, p. 243.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 11 de agosto de 2011, rad. 11001-03-26-000-2009-00072-00(37082), CP Ruth Stella Correa Palacio.


� Está acreditado en el plenario que el 15 de agosto de 1990 se levantó el acta de terminación del contrato n.° 335 de 1989, de común acuerdo (f. 30 c. ppal.).





